
De: EMAIL CERTIFICADO de MAICOL JOSE GUETTE RAMIREZ <398778@certificado.4-72.com.co>
Enviado: Friday, September 23, 2022 4:01:15 PM
Para: Juzgado 06 Civil Circuito - Antioquia - Medellin <ccto06me@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Rad. 05001 31 03 006 2021 00395 00 - Recurso de reposición y en subsidio queja (EMAIL CERTIFICADO de
MAICOL.GUETTE@epm.com.co)
 
Buenas tardes,

NOTA: De antemano pedimos excusas por la duplicidad en lo correos, el Proveedor de correo certificado
4/72 genera esta situación.

 
Septiembre 23 de 2022

 
 

Doctor
MAURICIO ECHEVERRI RODRÍGUEZ
JUEZ SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD
Medellín
 
 
REFERENCIA:       Proceso:                Verbal – Imposición Servidumbre Eléctrica

Demandante:         Empresas Públicas de Medellín E.S.P.
Demandado:         Rosales S.A.S.

                              Radicado:              05001 31 03 006 2021 00395 00
                       

Asunto:                 RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO QUEJA
 
 
PAULA ANDREA PÉREZ ALZATE, abogada en ejercicio, con tarjeta profesional No. 176777 del
Consejo Superior de la Judicatura, funcionaria de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN,  en
adelante  EPM, y apoderada judicial de la misma en el presente proceso, de acuerdo con la
escritura pública No. 1372 del 09 de junio de 2022 de la Notaría Veintitrés del Círculo de Medellín,
otorgada por el Gerente General de la entidad, la cual adjunto con este escrito; encontrándome
dentro de la oportunidad y término procesal correspondiente, de conformidad con los artículos
352 y 353 del Código General del Proceso, procedo a interponer el RECURSO DE REPOSICIÓN
Y EN SUBSIDIO QUEJA en contra del auto notificado por estados del 20 de septiembre de 2022,
por medio del cual, el Juzgado indicó que “no se le imparte trámite a los recursos de reposición y
en subsidio el de apelación, presentados por…la parte actora, por improcedente”.
 
La dirección para notificaciones judiciales, debidamente registrado
es notificacionesjudicialesepm@epm.com.co y para diligencias paula.perez.alzate@epm.com.co
 
Muchas gracias
 
Cordialmente
 

Paula Andrea Pérez Alzate
 

Abogada – Dirección Soporte Legal Procesos y Reclamaciones
Teléfono: (+574) 380 25 48 – Móvil: (+57) 302 375 44 04
E-Mail: paula.perez.alzate@epm.com.co
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El contenido de este documento y/o sus anexos son para uso exclusivo de su destinatario intencional y puede
contener Informació n legalmente protegida por ser privilegiada o confidencial. Si usted no es el destinatario
intencional de este documento por favor Infó rmenos de inmediato y elimine el documento y sus anexos.
Igualmente, el uso indebido, revisió n no autorizada, retenció n, distribució n, divulgació n, reenvío, copia,
impresió n o reproducció n de este documento y/o sus anexos está  estrictamente prohibido y sancionado
legalmente. Agradecemos su atenció n. Grupo Empresarial EPM.  

The contents of this document and/or its attachments are for exclusive use of the intended recipient and may
contain privileged or confidential information. If you are not the intended recipient of this document, please
immediately reply to the sender and delete this information and its attachments from your system. Likewise, the
misuse, unauthorized review, any retention, dissemination, distribution, disclosure, forwarding, copying,
printing or reproduction of this transmission, including any attachments, is strictly prohibited and punishable
by law. Thank you for your attention. Grupo Empresarial EPM.



Medellín, 23 de septiembre de 2022

20220130207104
Doctor
MAURICIO ECHEVERRI RODRÍGUEZ
JUEZ SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD
Medellín

REFERENCIA: Proceso: Verbal – Imposición Servidumbre Eléctrica
Demandante: Empresas Públicas de Medellín E.S.P.
Demandado: Rosales S.A.S.
Radicado: 05001 31 03 006 2021 00395 00

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN 
SUBSIDIO QUEJA

PAULA ANDREA PÉREZ ALZATE, abogada en ejercicio, con tarjeta profesional 
No. 176777 del Consejo Superior de la Judicatura, funcionaria de EMPRESAS 
PÚBLICAS DE MEDELLÍN, en adelante EPM, y apoderada judicial de la misma en 
el presente proceso, de acuerdo con la escritura pública No. 1372 del 09 de junio 
de 2022 de la Notaría Veintitrés del Círculo de Medellín, otorgada por el Gerente 
General de la entidad, la cual adjunto con este escrito; encontrándome dentro de la 
oportunidad y término procesal correspondiente, de conformidad con los artículos 
352 y 353 del Código General del Proceso, procedo a interponer el RECURSO DE 
REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO QUEJA en contra del auto notificado por estados 
del 20 de septiembre de 2022, por medio del cual, el Juzgado indicó que “no se le 
imparte trámite a los recursos de reposición y en subsidio el de apelación, 
presentados por…la parte actora, por improcedente”.

De conformidad con el artículo 318 del Código General del Proceso indicó que son 
susceptibles de los recursos ordinarios, las providencias que contengan puntos no 
decididos en el auto recurrido, como ocurre en el caso concreto, debido a que el 
Juzgado resolvió el recurso de reposición inicialmente incoado por EPM en contra 
del auto 02 de junio de 2022, pero no los presentados frente a la providencia 
mencionado, por considerar que el “motivo de reparo…de la parte demandante 
sigue siendo el mismo, es decir, en contra de la decisión de no nombrar un segundo 
perito, dada la imposibilidad del despacho…” convirtiéndolos en improcedentes, y 
es precisamente este punto será recurrido en este escrito.



El artículo 352 del Código General del Proceso, estableció que el recurso de queja 
se podrá interponer “…cuando el juez de primera instancia deniegue el recurso de 
apelación…para que el superior lo conceda si fuere procedente. El mismo recurso 
procede cuando se deniegue el de casación”

El recurso en mención deberá interponerse en subsidio del de reposición contra el 
auto que denegó la apelación o la casación, y deberá ser tramitado como lo 
establece el artículo 353 ibidem.

1. ARGUMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO EL 
DE QUEJA Y MOTIVOS DE INCONFORMIDAD

El JUZGADO SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN en 
auto del 12 de agosto del año en curso, resolvió el recurso de reposición presentado 
por la entidad que represento, concretamente contra el numeral segundo de la parte 
resolutiva de esta decisión, en el cual se indicó que “en vista de que el Tribunal 
Superior de Medellín no contaba con lista de auxiliares de la justicia para nombrar 
un perito, de conformidad con lo consagrado en el numeral 5º del artículo 2.2.3.7.5.3 
del Decreto 1073 de 2015, era imposible realizar dicho nombramiento. Y en el 
mismo auto, se tomó la determinación que se concreta en el numeral cuarto de la 
parte resolutiva del mismo, y por la cual se requirió a la parte demandante, previo 
a posible declaratoria de desistimiento tácito de la demanda, para que proceda con 
la comunicación de la designación al perito nombrado de la lista remitida por el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi”.

En las consideraciones de la decisión, determinó lo siguiente:

En cuanto a la impugnación de la decisión relacionada con que no se nombró perito 
de la lista de auxiliares de la justicia del Tribunal Superior de Medellín, por cuanto del 
mismo reportaron no tener listado para ese propósito, y concretada en el numeral 
segundo del auto del 2 de junio de 2022, la apoderada de la parte actora indica que, 
el despacho, conforme a lo consagrado en el numeral 2° del  artículo 48 del C.G.P., 
que a la letra indica “...Para la designación de los peritos, las partes y el juez acudirán 
a instituciones especializadas, públicas o privadas, o a profesionales de reconocida 
trayectoria e idoneidad. El director o representante legal de la respectiva institución 
designará la persona o personas que deben rendir el dictamen, quien, en caso de ser 
citado, deberá acudir a la audiencia...”,podía  nombrar un perito, a pesar de que el 
Tribunal Superior de Medellín no tuviera lista de auxiliares de la justicia para esos 
fines; dado que sería deber del despacho, hacer uso de otros mecanismos que le 
permitan efectuar la designación de los peritos en la forma establecida en el numeral 
5 del artículo 2.2.3.7.5.3. del Decreto 1073 de 2015; por lo que solicita oficiar a 



instituciones especializadas con el fin de que pueda efectuar la designación del perito 
auxiliar de la justicia.

Frente a este primer punto materia del recurso, es importante advertir, que si bien es 
cierto el artículo 48 del C.G.P., en su numeral 2°, estableció para la designación de 
peritos, que las partes y/o el juez pueden acudir a instituciones especializadas 
públicas o privadas, o a profesionales de reconocida trayectoria e idoneidad; también 
debe tenerse en cuenta, que esa disposición es una norma general, aplicable a 
aquellos tipos de procesos en la jurisdicción civil, que NO tengan normas expresas 
y/o especiales para efectos de la designación de auxiliares de la justicia –perito –
dentro del trámite del especifico tipo de proceso que se regula. Y precisamente los 
procesos de solicitud de imposición de servidumbre de conducción de energía 
eléctrica, NO es un tipo de proceso de servidumbre que se regule únicamente por la 
normatividad del Código General del Proceso, sino que es un procedimiento 
ESPECIAL, reglado entre otras normas específicas (e  incluso  de  manera taxativa), 
por  el numeral  5° del  artículo 2.2.3.7.5.1 del Decreto 1073 de 2015, en lo que 
respecta a la OBLIGATORIEDAD de designación de perito de la lista de auxiliares del 
Tribunal Superior correspondiente. 

Y entonces, en el caso de que NO se disponga del listado respectivo para ese 
propósito, porque dicha corporación judicial NO lo tenga, como en este caso ocurre, 
solo es posible acudir a la designación del auxiliar de la justicia que informe el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, que es la otra opción para designación de perito, que 
confiere la normatividad legal especifica de este tipo de trámite especial, como lo es 
el numeral 5° del art. 2.2.3.7.5.1. del decreto 1073 de 2015, que es claro en señalar 
que uno de los peritos debe escogerse de la lista suministrada por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi; como se hizo en este caso, con la designación del 
mismo de la lista enviada para ese propósito por esa entidad. 

Por lo anterior, considera el despacho que no le asiste la razón a la recurrente, y por 
ende no se revoca, es decir no se repone, lo dispuesto por el despacho en el sentido 
antes expresado en el auto del 2 de junio de 2022, y que se concreta en el numeral 
segundo de la parte resolutiva de auto referido”.

En este mismo sentido, y al estimar que es la parte demandante la interesada “…en 
la determinación de la cuantificación de la eventual indemnización a reconocerse 
como consecuencia de la eventual imposición de servidumbre solicitada, es a esa 
parte a la que le corresponde la gestión de la comunicación del nombramiento del 
perito designado por este despacho…por ello, no se accede a la reposición o 
revocatoria del requerimiento a la parte actora para adelantar dicha actuación, so 
pena de desistimiento tácito, contenida en el auto del 2 de junio de 2022…”.

En virtud de lo anterior, EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. presentó 
recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra del auto notificado 
por estados electrónicos del 16 de agosto de 2022, en el que se dispuso no reponer 



el numeral segundo del auto del 02 de junio de 2022, en el que se indicó que era 
imposible designar un auxiliar de la justicia de la lista que le remitió la oficina de 
apoyo judicial.

En ese momento, se argumentó lo siguiente:

“Esta decisión fue recurrida por EPM, poniéndole de presente al Despacho que dicha 
designación no era imposible, toda vez que el juez, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 48 del CGP, disponía de otros mecanismos para la designación del perito 
auxiliar de la justicia, pudiendo acudir para tal efecto a instituciones especializadas, 
públicas o privadas, o a profesionales de reconocida trayectoria e idoneidad.

Además, en el proceso ya se nombró un perito auxiliar de la justicia por parte del 
Juzgado Civil del Circuito de Funza (Cundinamarca), mediante auto del 23 de marzo 
de 2017, sin que a la fecha la parte interesada en la prueba, esto es, la parte 
demandada, haya acreditado que comunicó dicha designación previo a proceder con 
su reemplazo. 

El Despacho argumentó que desconoce cuál fue el trámite o fundamento para el 
nombramiento del perito por parte del Juzgado Civil del Circuito de Funza, y que, de 
acuerdo con lo dispuesto en el auto del 23 de marzo de 2017, la comunicación al 
perito se encontraba a cargo del Juzgado y no se cuenta con datos para adelantar la 
comunicación de su nombramiento.

Consideró además que en el presente caso no aplica el artículo 48 del CGP por ser 
una norma general…

Por lo anteriormente expuesto, confirmó el numeral segundo del auto del 2 de junio 
de 2022, lo que implica una negativa en la práctica de una prueba que de acuerdo 
con la ley es obligatoria, conforme a lo dispuesto en los artículos 21 y 25 de la Ley 
56 de 1981 y en el artículo 3 del Decreto 2580 de 1985, que reglamenta la Ley 56, 
norma compilada en el Decreto 1073 de 2015, artículo 2.2.3.7.5.3., como se explicará 
más adelante.

Lo anterior, constituye un punto nuevo que mi representada se ve en la obligación de 
recurrir a efectos de evitar que se configure una irregularidad que pueda afectar el 
proceso, y considerando que es obligación del juez adoptar las medidas que sean 
necesarias para sanear el mismo”.

En los MOTIVOS DE INCONFORMIDAD Y SUSTENTACIÓN DEL RECURSO 
consistieron básicamente en:

“En los procesos de imposición de servidumbre de energía eléctrica, cuando la parte 
demandada no está conforme con el estimativo de los perjuicios y solicita que se 
practique un avalúo de los daños que se causen y se tase la indemnización a que 
haya lugar por la imposición de la servidumbre, como ocurrió en el presente caso, el 



avalúo se debe practicar, de forma conjunta, por dos peritos, uno de la lista del 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- y otro de la lista de auxiliares de la 
justicia.

Lo anterior, de conformidad con lo establecido en la Ley 56 de 1981 y el Decreto 
2580 de 1985, compilado este último en el Decreto 1073 de 2015, preceptos 
aplicables por remisión expresa del artículo 117 de la Ley 142 de 1994

El artículo 25 de la Ley 56 de 1981 establece que cuando el demandante no estuviere 
conforme con el estimativo de perjuicios realizado por la entidad demandante, puede 
pedir que se designen peritos que tasen la indemnización, los cuales se designarán 
conforme establece el artículo 21 de la misma ley, así:

Cuando el demandante no estuviera conforme con el estimativo de los perjuicios, 
podrá pedir dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto admisorio 
de la demanda, que por peritos designados por el juez se practique avalúos de los 
daños que se causen y tasen la indemnización a que haya lugar por la imposición de 
la servidumbre.

Los peritos se nombrarán conforme a lo indicado en el artículo 21 de esta Ley”. 
(Negrillas y subrayas fuera de texto)

Por su parte, el artículo 21 dispone:

El Juez, al hacer la designación de peritos en los eventos previstos en el artículo 456 
del C.P.C. en todos los casos escogerá uno de la lista de auxiliares que disponga 
el tribunal superior correspondiente y otro de acuerdo con lo señalado en el artículo 
20 del Decreto 2265 de 1.969. En caso de desacuerdo en el dictamen se designará 
un tercer perito, dirimente, de la respectiva lista del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi” (Subrayas y negrillas fuera de texto) 

De otro lado, el artículo 20 del Decreto 2265 de 1969 prevé:

En los procesos de expropiación de uno de los peritos ha de ser designado dentro 
de lista de expertos suministrada por el Instituto Geográfico y Catastral Agustín 
Codazzi, en la oportunidad y con los efectos prescritos para la formación del cuerpo 
oficial de auxiliares y colaboradores de la justicia.

En concordancia con la anterior disposición, el artículo 3 del Decreto 2580 de 1985, 
que reglamenta la Ley 56 de 1981, compilado en el Decreto 1073 de 2015, artículo 
2.2.3.7.5.3., en su numeral 5 establece:

5. Si la parte demandada no estuviere conforme con el estimativo de los perjuicios, 
podrá pedir dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto admisorio 
de la demanda que se practique un avalúo de los daños que se causen y se tase la 
indemnización a que haya lugar por la imposición de la servidumbre



El avalúo se practicará por dos peritos escogidos así: Uno de la lista de 
auxiliares del Tribunal Superior correspondiente y el otro de la lista 
suministrada con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. En caso de 
desacuerdo en el dictamen, se designará un tercer perito escogido de la lista 
suministrada por el mencionado Instituto, quien dirimirá el asunto.

Sólo podrán avaluarse las mejoras existentes al momento de notificarse el auto 
admisorio de la demanda y las efectuadas con posterioridad siempre y cuando sean 
necesarias para la conservación del inmueble. (Subrayas y negrillas fuera de texto). 

De acuerdo con lo anterior, es claro que en procesos como el que nos ocupa el 
dictamen se debe realizar de forma conjunta por un perito del IGAC y un perito auxiliar 
de la justicia, y no por uno de los dos peritos como equivocadamente lo afirmó el 
Despacho en el auto que se recurre.

La Corte Constitucional, en Sentencia T-638 de 2011, sostuvo que se incurre en 
defecto procedimental absoluto y sustantivo cuando el Juzgador se aparta del 
procedimiento especial establecido en el artículo 20 del Decreto 2265 de 1969, 
21 de la ley 56 de 1981 y 25 del Acuerdo1518 de 2002 expedido por el Consejo 
Superior de la Judicatura, que consiste en la designación de dos peritos, uno 
de ellos experto del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y otro de la lista de 
auxiliares de la justicia. Al respecto precisó:

5.4. En este orden de ideas, la Sala de Revisión concluye que (i) las leyes 56 de 
1981, 9ª de 1989 y 388 de 1997, son las disposiciones aplicables al trámite de 
adquisición de inmuebles destinados a obras públicas de acueducto, para lo cual, 
previo agotamiento de la etapa de enajenación voluntaria directa, se debe cumplir el 
proceso de expropiación por vía judicial que contempla los artículos 451 y siguientes 
del Código de Procedimiento Civil; (ii)para determinar el valor comercial del bien 
expropiado y la indemnización que se debe pagar a los interesados[49], el juez civil 
debe aplicar la norma especial contemplada en el artículo 456 ibídem, la cual 
establece la designación de una pluralidad de peritos para que rindan el 
correspondiente dictamen pericial; (iii) siguiendo lo dispuesto por el artículo 20 del 
Decreto 2265 de 1969, el artículo 21 de la Ley 56 de 1981 y el artículo 25 del Acuerdo 
1518 de 2002 del Consejo Superior de la Judicatura, esa pluralidad de peritos hace 
referencia específica a dos auxiliares y por lo menos uno de ellos debe ser 
nombrado de la lista de peritos expertos del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi. Ello por cuanto dicho experto es conocedor de las normas, procedimientos, 
metodología, parámetros y criterios que se deben adoptar para la elaboración del 
avalúo comercial del bien objeto de la expropiación; y, (iv) si en el dictamen pericial 
los peritos aplican el método de comparación o de mercados, deben anexar a la 
experticia prueba del estudio de las ofertas o transacciones recientes de bienes 
semejantes y comparables al que es objeto del avalúo, pues no hacerlo compromete 
la precisión y claridad de la prueba pericial. (Negrillas fuera de texto).



Realiza el Despacho una interpretación más que exegética del artículo 2.2.3.7.5.3. 
del Decreto 1073 de 2015, al considerar que ante la falta de lista de auxiliares del 
Tribunal Superior de Medellín no le es posible efectuar la designación plural de 
peritos que le impone la norma, pues es precisamente en ese caso que debe hacer 
uso de las disposiciones generales contempladas en el CGP, concretamente el 
artículo 48, en concordancia con el artículo 234, que contemplan otros mecanismos 
que le permiten cumplir este cometido.

Lo anterior es posible por remisión expresa del artículo 32 de la Ley 56 de 1981, que 
indica:

Cualquier vacío en las disposiciones aquí establecidas para el proceso de la 
imposición de la servidumbre de conducción de energía eléctrica, se llenará con las 
normas de que habla el Título XXII, Libro 2 del Código de Procedimiento Civil.

Así lo consideró el Tribunal Superior de Medellín en el auto del 13 de febrero de 
20193, en el que expuso: 

(…) conforme al Artículo 2.2.3.7.5.1. de dicho decreto compilatorio, los procesos 
judiciales para imponer y hacer efectivo el gravamen de servidumbre pública de 
conducción de energía eléctrica, se rigen por los requisitos y el procedimiento 
señalados en dicho decreto, precisando en su artículo 2.2.3.7.5.5 que cualquier 
vacío en las disposiciones anteriores se llenará de acuerdo con las normas del 
Código General del Proceso.

De cara a lo expuesto, resulta diáfano que el trámite de imposición de la servidumbre 
de conducción de energía eléctrica corresponde a un proceso cuyo procedimiento 
está regulado en la normatividad citada, de ahí que solo en lo no contemplada allí se 
apliquen las disposiciones del Código General del Proceso. En este orden, como el 
trámite para la contradicción del estimativo de los perjuicios se encuentra establecido 
en la normatividad especial que rige el tema, es a ella que debe acudirse para la 
práctica del dictamen pericial que para el efecto se pida, advirtiendo que, dicha 
reglamentación es unívoca en precisar que el avalúo debe ser presentado por 
dos peritos, uno de la lista de auxiliares del Tribunal Superior correspondiente 
y el otro de la lista suministrada con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.

Ahora, si bien se aduce que conforme a la dinámica del código general del 
proceso no existe actualmente lista conformada de auxiliares de la justicia por 
parte del Consejo Superior de la Judicatura, lo cierto es que de conformidad 
con el artículo 234 “Los jueces podrán solicitar, de oficio o a petición de parte 
los servicios de entidades y dependencias oficiales para peritaciones que 
versen sobre materias propias de la actividad de aquellas. Con tal fin las 
decretará y ordenará librar el oficio respectivo para que el director de las 
mismas designe el funcionario o los funcionarios que deben rendir el 
dictamen” y por ende, para el nombramiento de los peritos que corresponda al 



juzgado, puede acudirse a las peritaciones de entidades y dependencias 
oficiales conforme lo señala el artículo expuesto.

En ese orden de ideas, y sin necesidad de ahondar en mayores consideraciones 
habida cuenta de lo normado en las disposiciones especiales citadas, corresponde 
REVOCAR la providencia proferida por el juez de primera instancia, para su 
lugar disponer que para la contradicción del estimativo de los perjuicios se 
designen dos peritos para la práctica de la prueba pericial, siendo uno de ellos, 
por expresa disposición de la normatividad que rige el asunto, el INSTITUTO 
GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZI, quien nombrará o informará de la lista que 
dispone, perito idóneo para el efectuar el avalúo encomendado; y el otro, que 
será designado por el juzgado, efecto para el cual podrá exhortar a cualquier 
entidad o dependencia oficial en los términos en que lo establece el artículo 
234 del CGP. (Negrillas fuera de texto).

En ese orden de ideas, es claro que no le asiste razón al Despacho al negar la 
práctica de la prueba en la forma dispuesta por los artículos 21 y 25 de la Ley 56 de 
1981 y el artículo 2.2.3.7.5.3. del Decreto 1073 de 2015, y de persistir en dicha 
negativa estaría incurriendo en una irregularidad que afectaría de nulidad el proceso 
por omitir la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley es obligatoria”. 

2. SOLICITUD

Con fundamento en los argumentos presentados, comedidamente solicito al 
Despacho reponer (revocar) el auto proferido el 19 de septiembre de 2022, 
notificado por estados del día siguiente, y en su lugar, conceder el recurso de 
reposición y de apelación, a los cuales no se les dio trámite por considerar que 
estos son improcedentes.

En caso de no reponerse la decisión, le solicito remitir el expediente electrónico al 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN – SALA CIVIL, para resolver el recurso de 
queja, con la finalidad que emita un pronunciamiento sobre la procedencia y 
admisibilidad del recurso de apelación rechazado por el JUZGADO SEXTO CIVIL 
DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN.

Atentamente,

PAULA ANDREA PÉREZ ALZATE
T.P. No. 176777 del Consejo Superior de la Judicatura
C. C 43.924.766 de Bello.



Septiembre 1 de 2022

La Secretaria General de Las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 

CERTIFICA 

Que Las Empresas Públicas de Medellín E.S.P., NIT 890.904.996-1, es una 
Empresa Industrial y Comercial del Orden Distrital, con personería jurídica y
patrimonio independiente, según lo establece el Acuerdo No. 69 de 1997, expedido por 
el Concejo de esta ciudad.  

Que, de conformidad con los Estatutos de la Entidad, Acuerdo No. 12 de 1998, su 
representante legal es el Gerente General, cargo que en la actualidad ocupa el doctor 
Jorge Andrés Carrillo Cardoso, quien está facultado con sujeción a lo dispuesto en el 
artículo 18 de dichos Estatutos, para disponer lo concerniente a la marcha normal de la 
Empresa. 

MARÍA CRISTINA TORO RESTREPO 
Secretaria General 

Elaboró MCC









































20220130027213
C.A.0563

LA UNIDAD COMPENSACIÓN Y BENEFICIOS 

CERTIFICA QUE:

El señor MAICOL JOSE GUETTE RAMIREZ identificado con la cédula de ciudadanía N° 
1.083.554.352, labora desde el 26 de diciembre de 2018 al servicio de EPM en calidad de 
trabajador oficial, mediante contrato laboral a término indefinido. Actualmente desempeña 
el cargo de Técnico Judicial, adscrito a la Direccion Soporte Legal Procesos y 
Reclamaciones.

La presente certificación se expide a solicitud de la Direccion Soporte Legal Procesos y 
Reclamaciones de EPM y se anexa manual de descripción del cargo (1 archivo).

Medellín. 17 de enero de 2022.

Atentamente,

MONICA MARIA CARDONA MARIN
Jefe Unidad Compensación y Beneficios 

Elaboró:  Juan David Marín Bolívar 
Copia:     Hoja de vida CC 1083554352 





20220130037314
C.A.0563

LA UNIDAD COMPENSACIÓN Y BENEFICIOS 

CERTIFICA QUE:

La señora LILIANA MARCELA GOMEZ LOPEZ  identificada con la cédula de ciudadanía 
N° 32.242.720, labora desde el 8 de mayo de 2017 al servicio de EPM en calidad de 
trabajador oficial, mediante contrato laboral a término indefinido. Actualmente desempeña 
el cargo de Técnico Judicial, adscrito a la Dirección Soporte Legal Procesos y 
Reclamaciones.

La presente certificación se expide a solicitud de la Direccion Soporte Legal Procesos y 
Reclamaciones de EPM y se anexa manual de descripción del cargo (1 archivo).

Medellín 3 de marzo de 2022.
.

Atentamente,

MONICA MARIA CARDONA MARIN
Jefe Unidad Compensación y Beneficios 

Elaboró:  Juan David Marín Bolívar 
Copia:     Hoja de vida CC 1083554352 
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